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León, Guanajuato, a 15 quince de abril del año 2009 dos mil nueve. . 
V I S T O S  los autos del proceso administrativo identificado con el número 002/2009-JN, promovido por el ciudadano Gustavo Araujo Jiménez, en su carácter de Apoderado Legal de la persona moral denominada “Anuncios Técnicos Moctezuma”, Sociedad Anónima de Capital Variable; y, . . . . . . . . 

C O N S I D E R A N D O :

SEGUNDO.- La demanda fue presentada oportunamente dentro de los 30 treinta días hábiles siguientes a aquél en que se ostentó el actor sabedor del contenido de los actos impugnados, ya que refiere que fue el 27 veintisiete de noviembre del 2008 dos mil ocho, sin que de las constancias que integran la presente causa administrativa se desprenda lo contrario. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
TERCERO.- La existencia de los actos impugnados consistentes en los mandamientos de ejecución con orden de embargo de fecha 5 cinco de noviembre del 2008 dos mil ocho; y las diligencias de embargo practicadas el 27 veintisiete de noviembre del mismo año, se encuentran debidamente acreditadas en autos con las copias al carbón anexadas por la parte actora a su escrito de cumplimiento al requerimiento; las que merecen pleno valor probatorio, conforme lo dispuesto en los artículos 78 y 121, del Código de Procedimiento y Justicia Administrativa para el Estado y los Municipios de Guanajuato; toda vez que se trata de documentos públicos emitidos por la Directora General de Ingresos y el Notificador demandado, amén de que son reconocidos por las propias demandadas al contestar la demandada. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .  


CUARTO.- Este Juzgador, en cumplimiento a lo establecido en la fracción I, del artículo 299, del Código de Procedimiento y Justicia Administrativa para el Estado y los Municipios de Guanajuato, procede a fijar clara y precisamente los puntos controvertidos en la presente causa administrativa, siendo que ello estriba en que la parte actora aduce ilegalidad en la emisión de los actos impugnados, al señalar que no cumplen con los elementos y requisitos de validez de los actos administrativos. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 


QUINTO.- La personalidad con la que comparece el ciudadano Gustavo Araujo Jiménez, se encuentra debidamente acreditada con la documental consistente en la copia certificada de la Escritura Pública número 15,060 quince mil sesenta, de fecha 19 diecinueve de enero del año 2005 dos mil cinco, otorgada ante la fe del Licenciado Francisco I. Hugues Vélez, titular de la Notaria Pública número 212 doscientos doce, en legal ejercicio en México, Distrito Federal; donde consta que la sociedad mercantil denominada “Anuncios Técnicos Moctezuma”, Sociedad Anónima de Capital Variable, a través de su Apoderado General, ciudadano Francisco Ramírez Rangel, otorgó al ciudadano Gustavo Araujo Jiménez, Poder general para pleitos y cobranzas con todas las facultades generales y especiales que conforme a la ley requieran cláusula especial, según se desprende de la cláusula única de dicha escritura. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
Copia que, certificada por el Licenciado Santiago Javier Covarrubias y González, Notario Público número 41 cuarenta y uno, de México, Distrito Federal, constituye un documento público conforme lo establece el artículo 78, del Código de Procedimiento y Justicia Administrativa para el Estado y los Municipios de Guanajuato, por lo que merece pleno valor probatorio, de conformidad con lo dispuesto en el artículo 121, del citado Código, aunado que al no haber sido objetado en cuanto a su autenticidad, es suficiente para acreditar la personalidad con la que se comparece en el presente proceso. . . . . . . . . . . . . . . . . 

SEXTO.- Por cuestión de Orden Público y, por ende de estudio preferente, sea que las partes las hagan valer o que de oficio se adviertan, se procede al análisis de las causales de improcedencia y sobreseimiento previstas en los artículos 261 y 262, del Código de Procedimiento y Justicia Administrativa para el Estado y los Municipios de Guanajuato. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .  


En la presente causa administrativa, las autoridades demandadas no hicieron valer causal de improcedencia alguna, y de oficio no se advierte la actualización de ninguna causal que impida el estudio del fondo de la presente causa administrativa. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
SÉPTIMO.- Se procede al análisis de los conceptos de impugnación esgrimidos por la parte actora, de los cuales quien resuelve se avocará al estudio de aquel que considera trascendental para emitir la presente sentencia, como lo es el segundo, sin necesidad de transcribir los demás, de acuerdo con el criterio sostenido por la Suprema Corte de Justicia de la Nación, en la siguiente jurisprudencia: . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .  

“CONCEPTOS DE VIOLACIÓN. EL JUEZ NO ESTÁ OBLIGADO A TRANSCRIBIRLOS. El hecho de que el Juez Federal no transcriba en su fallo los conceptos de violación expresados en la demanda, no implica que haya infringido disposiciones de la Ley de Amparo, a la cual sujeta su actuación, pues no hay precepto alguno que establezca la obligación de llevar a cabo tal transcripción; además de que dicha omisión no deja en estado de indefensión al quejoso, dado que no se le priva de la oportunidad para recurrir la resolución y alegar lo que estime pertinente para demostrar, en su caso, la ilegalidad de la misma.” Segundo Tribunal Colegiado del Sexto Circuito. No. Registro: 196,477. Jurisprudencia, Materia(s): Común, Novena Época, Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito, Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta. VII, Abril de 1998, Tesis: VI.2o. J/129. Página: 599. . . . . . . . 

Así las cosas, en el segundo concepto de impugnación, plantea el actor que los actos impugnados son ilegales toda vez que no reúnen los requisitos y elementos de validez que todo acto administrativo debe contener, específicamente el de que todo acto autoritario en materia fiscal, debe provenir de la autoridad competente para emitirlo; por lo que los actos impugnados en la presente causa administrativa transgreden sus garantías de legalidad y seguridad jurídica, al desprenderse de los mismos la existencia de espacios en blanco que posteriormente fueron llenados, con el nombre del ministro ejecutor demandado, con letra manuscrita, por lo que el gobernado no tiene la certeza de que efectivamente haya sido tal persona a la que se comisionó por la autoridad competente para realizar los actos tendientes a la ejecución. . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
Al respecto, al rendir su contestación, las autoridades demandadas señalaron: “Esta autoridad reconoce que el Ministro Ejecutor que llevó a cabo la Diligencia de embargo y requerimiento de pago es el designado para tales efectos.”. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .
Analizados los mandamientos de embargo impugnados en la presente causa administrativa, tal concepto de impugnación resulta fundado, en razón de que tal y como lo señala el Apoderado de la persona moral impetrante del proceso, al haberse dejado espacios en blanco, los que según se aprecia fueron rellenados, por el ministro ejecutor demandado, se incumple el requisito de validez consistente en que el acto autoritario en materia fiscal, debe provenir de la autoridad competente para emitirlo. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

En efecto, del análisis de los mandamientos de embargo impugnados, de fechas 5 cinco de noviembre del 2008 dos mil ocho, respecto de las multas números de crédito 877742, (ocho-siete-siete-siete-cuatro-dos) y 877743 (ocho-siete-siete-siete-cuatro-tres); emitidas por la Directora General de Ingresos, por una parte se redactó con letra impresa por computadora en cuanto a los aspectos generales del mandamiento, los motivos y fundamentos aplicables al caso; en tanto que respecto al ministro ejecutor facultado, el espacio que se encontraba inicialmente en blanco, se encuentra llenado con letra manuscrita, con el nombre de “José Antonio Vázquez Elizondo”, letra que resulta ser idéntica, -a simple vista-, a la letra con la que se llenó la diligencia de embargo practicada por el ministro ejecutor demandado, el 27 veintisiete de noviembre del 2008 dos mil ocho; por lo que se presume que fue dicho ministro ejecutor quien lleno con su nombre el espacio correspondiente a la persona facultada para practicar la diligencia de embargo; de lo que se desprende que no fue la Tesorería Municipal quien designó a la persona facultada para realizar la ejecución del embargo, incumpliendo lo establecido en el artículo 96, de la Ley de Hacienda para los Municipios del Estado de Guanajuato, precepto al que se relaciona sin lugar a dudas el concepto de impugnación hecho valer y que establece en sus primeras líneas: . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
“Articulo 96.- El ejecutor designado por la Tesorería Municipal se constituirá en el domicilio del deudor y practicará la diligencia del requerimiento de pago y embargo de bienes...”. 

Lo anterior es así, en razón de que, en el asunto que nos ocupa, al resultar evidente y notorio, que el nombre asentado con letra manuscrita en el espacio relativo al nombre del ejecutor designado en los mandamientos de embargo, no fue puesto por la autoridad ordenadora, sino por el propio ministro ejecutor, dichos mandamientos devienen en ilegales, toda vez que de acuerdo con lo dispuesto en el ya señalado artículo 96, de la Ley de Hacienda para los Municipios del Estado de Guanajuato, en tratándose del mandamiento de embargo,  corresponde a la Tesorería Municipal designar a la persona que materialmente habrá de llevar a cabo el procedimiento administrativo de ejecución; lo que no ocurrió en el caso que nos ocupa, pues se advierte, que el propio Ministro Ejecutor, lleno con su nombre el espacio correspondiente al de la persona facultada. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .
A mayor abundamiento, el artículo 16 de la Constitución General de la República, impone a las autoridades fiscales, la obligación de respetar a favor de los particulares la garantía de seguridad jurídica, es decir, que todo acto de molestia debe provenir de autoridad competente y cumplir con las formalidades esenciales que le den eficacia jurídica, lo que significa que los actos de esta naturaleza necesariamente deben emitirse por quien para ello esté facultado expresamente, precisando la fundamentación y motivación de dicho acto, lo cual implica que la autoridad está obligada a mencionar los motivos y preceptos legales que sustenten el acto autoritario, ello como parte de las formalidades esenciales que exige el precepto constitucional mencionado. En estas condiciones, al establecer el citado artículo 96, que corresponde a la Tesorería Municipal la designación de la persona que debe llevar a cabo el procedimiento administrativo de ejecución, tal facultad impide que el propio Ministro Ejecutor efectúe su propia designación, de manera que si es el ejecutor José Antonio Vázquez Elizondo, quien llena con su nombre el espacio en blanco que aparece en el mandamiento de ejecución a cumplimentar, al parecer en el momento de practicar el requerimiento de pago y ejecutar el embargo, es claro que tal proceder es ilegal al carecer del requisito de validez del acto autoritario, consistente en que el mandamiento de embargo debe provenir en su totalidad de la autoridad competente para emitirlo, por lo que en el caso concreto corresponde el dictado de una resolución en la que se decrete la nulidad de los actos impugnados. . . . . . . 


Lo anterior no obstante que las autoridades demandadas señalen en sus escritos de contestación que reconocen que el Ministro Ejecutor que llevó a cabo la diligencia de embargo y requerimiento de pago es el designado para tales efectos, pues ello debe constar en el documento respectivo y cumplir los requisitos y formalidades para la elaboración de tales actos autoritarios. . . . . . . . . . 

Al caso resulta aplicable por analogía la siguiente Jurisprudencia emitida por la Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, que a la letra señala: . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

“REQUERIMIENTO DE PAGO Y EMBARGO EN MATERIA FISCAL. CONTRAVIENE LAS GARANTÍAS DE LEGALIDAD Y SEGURIDAD JURÍDICA, CUANDO SE TRATE DE UN MACHOTE IMPRESO CON ESPACIOS EN BLANCO PARA RELLENAR CON LETRA MANUSCRITA, O CUANDO SE ADVIERTA DE MANERA NOTORIA QUE LA IMPRESIÓN DEL NOMBRE DEL PERSONAL ACTUANTE ES POSTERIOR A LA ELABORACIÓN DEL DOCUMENTO. Los artículos 151 y 152 del Código Fiscal de la Federación establecen que las autoridades fiscales se encuentran facultadas para hacer efectivos los créditos a favor del fisco, a través del procedimiento administrativo de ejecución, el cual debe satisfacer, además de los requisitos mencionados en dichos artículos, las exigencias contenidas en los artículos 16 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos y 38 del referido código. En ese sentido, la existencia de un mandamiento de requerimiento de pago y embargo con dos tipos de letra notoriamente distintos, referidos unos a los elementos genéricos y otros a la designación del ejecutor para llevar a cabo la diligencia respectiva, por sí sola no acredita que haya sido formulado en parte por la autoridad competente para emitir la orden (los elementos genéricos), y en otra por la autoridad actuante (los relativos a su designación), ni tampoco evidencia fehacientemente que se hayan cumplido tales requisitos constitucionales y legales, pues tratándose de una garantía individual debe exigirse su exacto acatamiento. En consecuencia, cuando se trate de un machote impreso con espacios en blanco para rellenar con letra manuscrita, o cuando se advierta de manera notoria que la impresión del nombre del personal actuante es posterior a la elaboración del documento, lleva a concluir que dicha designación no fue realizada por la autoridad exactora, la única competente para realizar dicho nombramiento, atento a lo dispuesto en el indicado artículo 152.” No. Registro: 181,458. Jurisprudencia. Materia(s): Constitucional, Administrativa. Novena Época. Instancia: Segunda Sala. Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta XIX, Mayo de 2004. Tesis: 2a./J. 48/2004. Página: 592. Tesis de jurisprudencia 48/2004. Aprobada por la Segunda Sala de este Alto Tribunal, en sesión privada del veintitrés de abril de dos mil cuatro. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

OCTAVO.- En virtud de que el segundo concepto de impugnación, resultó fundado y es suficiente para decretar la nulidad total de los actos impugnados a la Directora General de Ingresos y al Ministro Ejecutor adscrito a la Tesorería Municipal, resulta innecesario el estudio de los restantes conceptos de impugnación esgrimidos por la parte actora, ya que su análisis no afectaría, ni variaría el sentido de esta resolución. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
Sirve de apoyo a lo anterior la tesis de jurisprudencia que a la letra señala: . 

“CONCEPTOS DE VIOLACION. CUANDO SU ESTUDIO ES INNECESARIO. Si al considerarse fundado un concepto de violación ello trae como consecuencia la concesión del amparo, es innecesario analizar los restantes, ya que cualquiera que fuera el resultado de ese estudio, en nada variaría el sentido de la sentencia.” Segundo Tribunal Colegiado del Quinto Circuito. No. Registro: 223,103. Jurisprudencia. Materia(s): Común. Octava Época. Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito. Fuente: Semanario Judicial de la Federación. I, Abril de 1991. Tesis: V.2o. J/7. Página: 86. Genealogía:  Gaceta número 40, Abril de 1991, página 125. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

Así las cosas, al haberse incumplido con lo dispuesto en el artículo 96, de la Ley de Hacienda para los Municipios del Estado de Guanajuato; es por lo que los actos impugnados a la Directora General de Ingresos deben declararse nulos al actualizarse la causal de nulidad prevista en la fracción II, del artículo 302, del Código de Procedimiento y Justicia Administrativa para el Estado y los Municipios de Guanajuato; y por ende, procede decretar la Nulidad Total de  los mandamientos de ejecución de fecha 5 cinco de noviembre del año próximo pasado, de las multas números de crédito 877742, (ocho-siete-siete-siete-cuatro-dos) y 877743 (ocho-siete-siete-siete-cuatro-tres); por las cantidades de $10,192.00 (Diez mil ciento noventa y dos pesos 00/100 moneda nacional) y $10,296.00 (Diez mil doscientos noventa y seis pesos 00/100 moneda nacional) respectivamente; y en consecuencia, por tratarse de actos que derivan de los mandamientos de embargo primeramente anulados, también se decreta la Nulidad Total de las actas de embargo de fecha 27 veintisiete de noviembre del año 2008 dos mil ocho; de conformidad con lo dispuesto en el artículo 300, fracción II, del Código de Procedimiento y Justicia Administrativa para el Estado y los Municipios de Guanajuato. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

Por lo anteriormente expuesto, y con fundamento además en lo señalado en los artículos 249, 287, 298, 299, 300, fracción II y 302, fracción II, del Código de Procedimiento y Justicia Administrativa para el Estado y los Municipios de Guanajuato, es de resolverse y se. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .  

R E S U E L V E :

SEGUNDO.- Resultó procedente el proceso administrativo interpuesto. . 
TERCERO.- Se decreta la Nulidad Total  de los actos impugnados en la presente causa administrativa, por las consideraciones lógicas y jurídicas expresadas en el Considerando Séptimo de esta Sentencia. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
Notifíquese a las autoridades demandadas por oficio y a la parte actora personalmente. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .
En su oportunidad procesal archívese el presente expediente como asunto totalmente concluido y dése de baja en el Libro de Registros que se lleva para tal efecto. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

Así lo resolvió y firma el Licenciado Ernesto Alejandro Mora Álvarez, Juez Segundo Administrativo Municipal de León, Guanajuato, quien actúa asistido en forma legal con Secretaria, la Licenciada María del Rocío Villanueva Sánchez, quien da fe. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

